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Legal- Dirmción Supe-r:i-or del l4inisterj.o de Conrerci-o e Industrias,
y por tanto DISPONE que se cr:nti.núe con los trámites de1 proceso de
oposición rnarcario No"l-552 a la solicitud de Registro No.044488, clase
25 interpuesto por la sociedad OCEAN PACIFIC SUNWEAR, LTD en conrra
de la sociedad NEPTUIüf, ZONA LIBRE, S.A.

NOTIFIQUESE Y CUMPIASE"

(Fdo.) ARTURO HOYOS.

(Fdo.) EDGARDO MoLrNo Mol,A. (Fdo") MrI{rzA ANGtrrcA FRANCESCHT
DE AGUILERA.

(Fdo.) ANAIS BOYD DE GERNADO.

Secretaria Encarqada.

********** *******************************************************dr******
*************Cr**************** ******************************************

DEMANDA COD{TB{CIOSO ADMINISTRATIVA DE NULIDAD, INTERPUESTA POR EL
rcDO. LUIS A. PAI'ACIOS EN REPRESH.{TACION DEL CONTRALOR GEb{ERAL DE
I,A REPUBLICA, PARA QUE SE DrcLAREN NUIOS POR IIEGAI,ES I.OS CONTRATOS
ADMINISTRATIVOS No.OO4l89 DE 1c" DE OCTUBRE DE 1-9BB DE AROMAS DEL
MUNDO S.A.; EL No. 2OB|BB DE L6 DE JUNIO DE ]-9BB DE DISTRIBUIDORA
EcArsA, s.A. No.2; Ef,, No. L34/BB DE L6 DE JUNro DE l-988 DE BourrQUE
PARFUM, S.A., CELEBRADOS @N I,A DIRErcION DE AERONAUTICA CIV[. (MAG]S-
TRADO PONEIüTE: ARn RO HOYG) "

CCINM{IM JURTDIM.

Sala Tercera. Contencioso Administrativo.
Dennnda Contencioso Administrativa de nulídad.
Resoluciones y contratos administratj_vos. La exclu-
sión de Licitación Pi:blica y del concurso de precios
por urgerrcia notoría.
La suspensión provisional en los procesos de nulidad.
Criterio Jurisprudencial a partir de L99L. La
suspensión también procede con respecto a contratos
administrativos. 'La Sala tiene potestad para
suspender provisionalnrente los efectos de todos
los actos de Ia administración pública sujetos
al Derecho Admjnistrativo sobre cuya legali_dad
ejerza e1 control, y entre esos actos se encuentran
tanto los actos administrativos de carácter unila-
teral corc 1os contratos administrativos". Las
cláusulas Exhrorbitantes. "Ta potestad del Consejo
de Gabinete de exceptuar del TRAMITE DE LICITACION
PUBLICA un contrato, por existir txgencia evidente
en su celebración, es de carácter discrecional,
pero no puede ejercerse en forna arbitraria""
Urgencia evidente inexístente. E1 ejercicío arbitra-
rio de la potestad de excepLuar a tres contratos
de TRAMITES DE LICITAC]ON PUBLICA o concurso de
precios. ta. desviación de poder como nrotivo de
ílegalidad. Se accede a la suspensión solicitada.

CORTE SUPREIVIA DE JUSTICIA" SA]é. TERCERA (CONTENCIOSO A¡}'iINISTRATIVA) "
PANAM/T, VE]NTICINCO (25) DE ACOST{f DE MIL NOVrc].ENTOS NO\ruNTA Y DOS
(L992) "-

VISTOS:

El Corrtr.alor General de la República ha promovido, [x>r inter-
nedio de su apoderado judicial especíal, €1 Dr" Luis A. Pal-acios,
proceso contencioso administrativo de nulidad con el objeto de que
la Sala Tercera de la Corte Suprema declare que son nulos los contratos
No.004/89 del 1o" de octubre de l-988, No" 208/BB de L6 de junj-o de
1-9BB y No. I34/BB de l-6 de junio de i-9BB celebrados entre la Dirección
de Aeronáutica Civil y las sociedades Aromas del Mundo, S.A", Distri-
buidora rcAISA, S"A" y BOUTIQUE PARFUM, S"A" respectivamente" Asimismo,
el ContraLor General pide la declaración de nulidad de la Resolución
No.B4 de 22 de noviembre de 1-9BB expedida por e1 Consejo de Gabinete,
la Resolución No.l1 de 5 de enero de l-989 del Ministerio de Hacienda
y Tesoro, la Resolucíón No.57 de B de septiembre de 19BB del Consejo
de Gabinete, La Resolución No.20l- de L2 de octubre de 1-9BB de1 Ministe.-
rio de Hacj-enda y Tesoro, y de la Resolución No"92 de l-0 de junio
de l-9BB del Ministerio de Hacienda y Tesoro"

Las resoluciones cuya nulidad se pide son actos administra-
tivos separables de 1os tres contratos antes nrencionados y en todas
ellas se exceptúa del acto de licitación pública o def iz'ámite de
concurso de precios a la Dirección de Aeronáutica Civil para. 1a celebra-
ción de los contratos cuya nulidad se pide. Dichas resoluciones se
fundanentan en que era de urgenci-a evidente la celebración de díchos
contratos.

El Contralor General de 1a Repúb1i-ca pide en la demanda
que la Sala suspenda "Ios efectos de los contratos" cuya nuliclad se
demanda en este proceso y que desigrre adminis'bradores- depositarios
judíciales para evitar que se vufneren los j-ntereses del Estado.

I " I"a suspensión provisional en loq procesgs de nul-idad.

La Sala Tercera de la Corte Suprema ha sostenido, a partj.r
de L99It que la nredida cau.telar denominada suspensión de los efect-os
del acto impugnado procede en los procesos contencioso administrat.ivos
de nulidad, Con esta jr-rrisprudencía se varió la tesis gue habÍa mantenido
esta Sala desde l-965 y que sostenÍa que esta nredida cautelar sólo
procedía en los procesos contencioso administr¿livos de plena jurisdic-
c-i-ón"

E] 'L.ratadista André De l¿.ubadére ha señalado en su clásico
tratado sobre Derecho Administrati-vo
tradicionalmente ha sostenido gue

el Consejo de Estad-o en Francia-
suspensión del acto impugnado

gue
ra

está subordinada a dos condiciones, a saber: qlle la ejecución del
acto -lmpugnado entrañe el riesgo de strrtir consecuencias difÍcilmente
reparables y que los argumentos enuncíados en la demanda aparezcan
1o suficientemenLe serios y de tal" naLuraleza que justífiquen la even-
tual anulación del acto impugnado (André De Laubadére, Jean{laude
Venezia e Ir¡es Gaudemet, Traité de Droit Administratif, Tonro I, Undécinra
Edicíón, Lil:rairíe cenerale de-broit @e, Parisn LggO,
pás. 398).

Nuestra Sala ha considerado que en los procesos de nulidad
cabe la suspens:ión para evitar una lesión o perjuicio potencial al-
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principio de separacíón de poderes o a la integridad del ordenamiento
jr:rídico" Este ú-ltinro caso se produce cua.n<lo el acto atacado infringe
una norma legal o reglamentarJ-a de nayo:: jerarquÍa, y se requiere
que la Sala pueda perciJcir esa infracción a Lravés de una simple confron-
tación entre amhos o de las pmebas que se halza-n aportado al e>pediente"
En este sentido, los argumentos de la dernanda y l-as infracciones que
se imputen al acto impugnado deben aparecer de 'Lal seriedad, fuerza
y claridad, de forma gue eventualmente pueda-n condu-cir a una sentencia
que acoja la pretensión de nulidad.

II. Ia suspensi6n tanbién proeede mn respecto a contratos
admi¡ristrativos-

El artículo 73 de la Ley 135 de L943 dispone que la Sala
puede suspender los efectos de un acton resolución o disposición si,
a su juicio, ello es necesario para evitar urr perjuicio notorianente
grave.

La Sala entiende que cuando la norma arrilca mencionada se
refiere a un acto, incluye a todos aquellos a-ctos de la Administración
Pública sobre cuya legalidad ejerce el conLrol 1a jurisdicción conten-
cíoso administrativa. Así, como 1o señala el tratadista español José
Antonio García- Trevijano, "queda claro, por tanto, gu€ bajo la- denomina-
ció¡r actos de la administración, se ir:cluyen todos los que emarurn
de ella, cualguiera que sea su naturaleza, y gue los a<lminisLrativos
son, dentro de aquéllos, una especie determinada por la actuación
en faceta jurÍdico- püblica" (los Actos Admj-nistratj-vos, Editorial
Civitas, Madrid, L986, pá5.44).

Para los efectos de 1a norma arriba citada la palabra acto
se refj-ere a actos de la Administración Pública de competenci-a de
esta Sala e incluye tanto a los actos administrativos stri-ctu sensu,
con respecto a los cuales un gran sector de la doctrrnffi
carácter unilateral (Georges Vedel y Pierre Delvolvé, D:oit Administratif,
Presses UniversitaÍres de France, Tono It Undécima Edj-ción, París,
L99A, págs" 235 y siguientes), y aclemás'incluye a los conLratos admínis-
trativos en los que en cambio "concurren dos voluntades si se trata
de urr contrato con el Estado, se perfeccionan con el" acuerdo de la
voluntad de la administración y de1 contrat-i-sta particular", (Gust-avo
Penagos. El Acto Administrativo, Ediciones LibrerÍa deL Profesional,
Tono It Cuarta Edici6n, Bogotá, L9B7t páq.3f1) . Pe.ro, si lo esencial
es que el acto esté sujeto al Derecho Administra-tirro y a 1a- jur-isdicción
contenci-oso- administrativa para que se considere acto a-d:riinistrativo,
entonces, como sostienen de Laubadére, Venezia y Gaudernet, tanto el
acto i:nilateral como eL contrato administrativo son actos administraLivos
(op"cit."pá9"495l, 

"

I-o importante en esta materia, corno ha señala-do Fernando
Gar:rido Fa.lla, catedrático de Derecho Administratir¡o de la Universidad
de Ma-drid, es "encontrar el conjunto de actos sometidos al régimen
jurÍdico administrativo... pues unos y otros están sometidos a los
dos principios fundamentales del régimen jurídico adrninisLrativo:
sumisíón a la ley y a las nor:mas jerárquicamente superiores 1z pos-ibilidad
de una fiscaiización jurisdiccional para hacer efectiva di-cha sumisión"
(Tra.tado de Derecho Administrativo, Vol-úmen I I Undécima Edición,
Editorial Tecnos, Madríd, L989, pá9.384).

De todo 1o anterior la Sala concluye
para suspender provisional-mente los efectos
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que e}1a tiene potestad
de toclos los actos de

la Administración Pública sujetos al Derecho Administrativo sobre
cuya 1ega11dad ejexza el control, y entre esos actos se encuentran
tanto los actos adrninistrativos de carácter unilateral cono los contratos
adminístrativos.

III. 106 tres ont¡ato^s cuya nulidad se pide son contratos
aúninistrativos

Ios tres contratos cuya declaración de nulidad se pide en
la desranda son contratos admir¡istrativos.

f,a anterior aflrnncíón Se basa en que los tres contratos
contienen cláusulas exorbitantes.

Por e1lo, deben ser tenidos como contratos administrativos
y es de competencia de esta Sala pronunciarse sobre su validez o nulidad,
segiún 1o dispuesto en el nu¡neral 5 del artículo 98 del Código Judicial.

En estos tres contratos son cIáusulas exorbitantes la séptirna
y la décino cuarta. En la primera se convj-ene gue si la Dirección
áe Aeronáutica Cívit necesita disponer del 1ocal arrendado aquélla
pondrá a dísposición del "concesionario" otros espacios de superficie
s:mifar e igual categoría y "el concesior¡ario aceptará el cambio".
En la cláusula décinc cuart¿ se prevén 1as cláusulas que pueden dar
lugar a la "resolución administrativa" del contrato.

Ambas cláusulas 1e otorgan a la Administración Pública potes-
tades que puede ejercer unilateralmente y que no serían admisibles
en un contrato de Derecho Privado, según se desprende de 1o dispuesto
en el artículo l-107 del C6di9o Cívil.

La potesLad gue tanto el Consejo de Gabínete conp el Ministe-
rio de Hacienda y Tesoro ejerciendo en 19BB para exceptuar de1 acto
de licítación púb1ica o de concurso de precios a los contratos cuya
nulídad pide el Contralor C"eneral, por consíderar gue existÍa urgencia
evj-dente en la celebración de los misnxrs, es de carácLet discreciona],
t-at co¡¡3 1o señaló 1a Sala en sentencia de 17 de agosto de L992. Las
potestades díscrecionales se oponen a las potestades regladas y facultan
a la autoridad administrativa, co¡Ilo díce André De Laubádere' para

eue¡ en presencia de circr.rnst¿ncías de hecho dadas, pueda elegir ljJcre-
nente tal o cual decisión sin que su elección esté determínada previa-
nrente por una regla jurídica (obra citada, pá9. 538) .

Como se afirnfi en 1a sentencía de L7 de agosto de L992 los
actos de la Administración e>pedidos en ejercicío de una potestad
discrecional están sujetos al control de esta Sa1a, sobre todo en
1o que se refiere a1 exaflten de la competencia de la autoridad que

los o<pidíó, la finalidad persegiuida por ellos (a fin de determinar
si existi6 desviación de poder), la fornn ( a fin de examinar si exís-
tieron vicios de forna) y la existencia de los nx¡tivos alegados (con
e1 objeto de comprobar si exístió error de hecho o de derecho al confron-
t-ar los misnros con Ia realidad o con la calificación jurídica de la
misma) .

En e1 presente caso cobra especial importancia el examen
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En la cláusula décinc cuart¿ se prevén 1as cláusulas que pueden dar
lugar a la "resolución administrativa" del contrato.

Ambas cláusulas 1e otorgan a la Administración Pública potes-
tades que puede ejercer unilateralmente y que no serían admisibles
en un contrato de Derecho Privado, según se desprende de 1o dispuesto
en el artículo l-107 del C6di9o Cívil.

La potesLad gue tanto el Consejo de Gabínete conp el Ministe-
rio de Hacienda y Tesoro ejerciendo en 19BB para exceptuar de1 acto
de licítación púb1ica o de concurso de precios a los contratos cuya
nulídad pide el Contralor C"eneral, por consíderar gue existÍa urgencia
evj-dente en la celebración de los misnxrs, es de carácLet discreciona],
t-at co¡¡3 1o señaló 1a Sala en sentencia de 17 de agosto de L992. Las
potestades díscrecionales se oponen a las potestades regladas y facultan
a la autoridad administrativa, co¡Ilo díce André De Laubádere' para

eue¡ en presencia de circr.rnst¿ncías de hecho dadas, pueda elegir ljJcre-
nente tal o cual decisión sin que su elección esté determínada previa-
nrente por una regla jurídica (obra citada, pá9. 538) .

Como se afirnfi en 1a sentencía de L7 de agosto de L992 los
actos de la Administración e>pedidos en ejercicío de una potestad
discrecional están sujetos al control de esta Sa1a, sobre todo en
1o que se refiere a1 exaflten de la competencia de la autoridad que

los o<pidíó, la finalidad persegiuida por ellos (a fin de determinar
si existi6 desviación de poder), la fornn ( a fin de examinar si exís-
tieron vicios de forna) y la existencia de los nx¡tivos alegados (con
e1 objeto de comprobar si exístió error de hecho o de derecho al confron-
t-ar los misnros con Ia realidad o con la calificación jurídica de la
misma) .

En e1 presente caso cobra especial importancia el examen
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de l-as fínalidades ¡rersegn:idas tanto por el Consejo de Gabinete como
por el Ministro de Hacienda y Tesoro en l9BB al declarar que existÍa
urgencia evidente para celebrar estos tres contratos. EIlo es así
porgue entre los nptivos de ilegalidad de 1os actos de la Administracién
se encuentra la desviación de poder, prevista en el artículo 26 de
Ia Ley l-35 de l-943 reformado por el artÍculo 1-6 de la Ley 33 de l-946.

La desviación de poder es un vicio de los actos admlnistra-
tivos que se genera, conx¡ seña1an los tratadistas De Laubadére, Venezia
y Gaudemet, cuando la autoridad administrativa ejecuta o e>pide un
acto de su competencia pero en desarrollo de una finalidad distj¡rta
de aquélla por la cual el acto podía ser legalmente expedido (obra
cítada, pá9.A44). E3 este sentido debe tenerse presente que tanto
el Consejo de Gabinete conp el Mjnisterio de Hacienda y Tesoro debían
actuar única y exclusivanente con una fj-nalidad de interés general
en la expedición de 1as citadas resolucj-ones y la desviación de ese
j¡¡terés hacia finalidades distintas puede producir el vicio a gue
aludi¡rxrs.

\

'r fa Sala afjrn6 en 1a sentencia de 1-7 de agosto de L992 (pro-
ceso de nulidad sobre contratos- celebrados por la Loteria Nacional
de Beneficencia para 1a impresión de billetes y chances) gue las autori-
dades administratj-vas actúan con una finalidad ilegítima al expedir
actos de su competencia al menos en los siguientes casos;

1.- Cuando el acto se opida obedecíendo a u¡ nréviI de tipo
personalr como un interés privado o e1 espÍrítu de venganza.

2.- Cuando el acto se e><pide por un n6vil político ilegftino
com) cuando se tona la decisión con el único objeto de perjudicar
a un adversarj-o polÍtico y,

3.- Cuando el nóvi] del acto es el ínterés de un tercero,
1o cual se produce cuando la decisión está dirigida a favorecer a
un particular en detrimento de otro"

Por otra parte, existe una clara línea dívisoria entre 1a
discrecionalidad y Ia arbitrariedad, segiún se erfaLizó en la sentencia
arriba citada. la discrecionalidad debe venir respaldada y justificada,
conr¡ señala Tomás-na¡r¡ón Fernández, catedráLico de Derecho AdminístraLivo
de la Universidad de Madrid, por los datos objetivos sobre los cua}es
opera "para no quedar en simple arbitrariedad" Y, por e1lo, cuando
conste de ma¡era cíerta la incongruencia o disccdancia de la solucíón
elegida con la realidad a que se aplica, la jurisdiccién contenciosa
ha de sustitulr la solución por 1a gue resuLte más adecuada a esa
reaU-dad o hechos determinantes. Por ello, la revisión ju-risdíccj-ona"l
de la actívidad discrecional debe extenderse' en primer lugarn a la
r¡erificación de la realidad de los hechos yt en segundo término, a
la valoración de sí la decisión discre.cional guarda coherencia lógica
con agué11os (Arbifrariedad y discrecionalidad. Editorial Civitas'
Madrid, L991, págs" LL5 y 1l-6) .

En eI caso que nos ocupa el Consejo de Gabinete expidió
la Resolución No.57 de B de septiembre de l-9BB y la Resolución No.B4
de 22 de noviembre de 1988, y ef Ministro de Hacienda y Tesoro expidió
la Resolución No.92 de f0 de jtmio de l-9BB y las resoluciones No.20l
de 19BB y No.l-1 de 1989 y las resoluciones No"201 de l-9BB y No.ll-
de 1-989, sosteniendo que había urgencia evidenLe para suscrjJcir contratos
nediante los cuales se otorgaban locales en arrendarni-ento para la

venta de licores, perfurnes, cigarros, ci-garrillos y artículos de belleza
conxr cosméti.cos"

Ie asiste razón al Contralor en gue fue arbitrario e1 ejerci-
cio de la potestad discrecional de los citados funcionarios pues se
apartó en forrna palmaria de la realidad y del interés general ya que
no puede existir urgencia evidente en celebrar contratos mediante
los cuales se otorgan concesiones para vender artículos que no satisfa-
cen ninguna necesidad urgente de Ia ¡rcblación o de la Administración
pública.

Es un hecho conocido y probado que eI yerno del señor Manuel
Antonio Noriega, e1 señor Jean René Beauchamp Galvan, controlaba en
l-9BB las sociedades Distri-buidora rcAISA, S.A., Arornas del Mundo,
S.A. y Boutique Parfum, S.A. y para la SaLa es evidente que 1os actos
administrativos impugnados se dirigieron a procurarle ventajas, al
e><imir del trámiLe de licitación pública o concurso de precios a
un tercero, miembro del circulo familiar del señor Noriega, en detrimen-
to de otras person¿¡s que podrían haber obtenido estas tres concesiones
si éstas se hubieran otorgado mediante licitación púb1ica o concurso
de precios. Es claro entonces que esos actos administrativos infrin-
gieron, por desviación de poder, eI nuneral 4 del artículo 58 deI
Código Fisca1 ya gue la declaración de urgencia evídente "que no perrnita
conceder e1 tiempo necesario" para la licj-tación pública o el concurso
de precios no se compagina con la realidad y perseguía Ia finalidad
de favorecer a un tercero con total prescindencia del interés general.

Es claro, entonces, eue se ha producido una evidente desvia-
ción de @er y un ejercicio arbítrario de 1a potestad de exceptuar
a tres contratos de trámites de licitación pública o concurso de precíos,
y 1a Sala, en principio, debe acceder a lo solicitado por el Contralor
General para evitar mayores perjuicios potenciales al ordenamiento
jurídico y a1 Estado Panarneño.

El Licdo. .Iosé Alberto Alvarez, abogado de Boutique Parfum,
S.A. y Arornas del Mundo, S.A", sostiene, en una declaracíón jurada
rendida ante Notario Público y aportada a este proceso (fojas LL7
a LLgl, gue e1 señor Jean René Beaucharnp, a quien representaba el
Licdo. Alvarez, yd no es el "dueño" de estas dos sociedades, cuyas
acci-ones, según dicho abogado, fueron transferidas a "inversionistas
parnnreños" con posterioridad "a la invasión estadounidense de 20 de
diciembre" de l-989 (a foja ll-7 en el reverso y a foja IBB) . La declara-
ción del abogado .losé Alberto Alvarez no es prueba suficiente ní idónea,
a juicio de la Sala, para acreditar la transferencia de las accj-ones
a "inversionistas pananeños", por un parLe, y, por otra parte, el
cambio en la propiedad de las acciones de estas sociedades no sanea
el vicio original de estos contratos: una irregnrlaridad externa a
los contratos consistente en una desviación de poder que se concreta
en una desviación del procedimiento de selección del contratista,
desde una licitación pública o concurso de precj-os, hacia una contrata-
ción directa con Ia finalidad de conceder ventajas al señor Jean R.
Beauchampr entonces yerno del señor Manue1 A. Noriega.

En este caso se produce la misma situación que la tratada
en la sentencia de 1-7 de agosto de t992, que recayó sobre dos contratos
celebrados por la I-otería Nacional, a saber: una desviación del procedi-

de

V.- Ios ont¡atos se or¡cedieron a tres sociedades crcntrolarlas,
del señor llant¡el A- ti*¡rieqa desnÉs de i¡rrresar aI
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de l-as fínalidades ¡rersegn:idas tanto por el Consejo de Gabinete como
por el Ministro de Hacienda y Tesoro en l9BB al declarar que existÍa
urgencia evidente para celebrar estos tres contratos. EIlo es así
porgue entre los nptivos de ilegalidad de 1os actos de la Administracién
se encuentra la desviación de poder, prevista en el artículo 26 de
Ia Ley l-35 de l-943 reformado por el artÍculo 1-6 de la Ley 33 de l-946.

La desviación de poder es un vicio de los actos admlnistra-
tivos que se genera, conx¡ seña1an los tratadistas De Laubadére, Venezia
y Gaudemet, cuando la autoridad administrativa ejecuta o e>pide un
acto de su competencia pero en desarrollo de una finalidad distj¡rta
de aquélla por la cual el acto podía ser legalmente expedido (obra
cítada, pá9.A44). E3 este sentido debe tenerse presente que tanto
el Consejo de Gabinete conp el Mjnisterio de Hacienda y Tesoro debían
actuar única y exclusivanente con una fj-nalidad de interés general
en la expedición de 1as citadas resolucj-ones y la desviación de ese
j¡¡terés hacia finalidades distintas puede producir el vicio a gue
aludi¡rxrs.

\

'r fa Sala afjrn6 en 1a sentencia de 1-7 de agosto de L992 (pro-
ceso de nulidad sobre contratos- celebrados por la Loteria Nacional
de Beneficencia para 1a impresión de billetes y chances) gue las autori-
dades administratj-vas actúan con una finalidad ilegítima al expedir
actos de su competencia al menos en los siguientes casos;

1.- Cuando el acto se opida obedecíendo a u¡ nréviI de tipo
personalr como un interés privado o e1 espÍrítu de venganza.

2.- Cuando el acto se e><pide por un n6vil político ilegftino
com) cuando se tona la decisión con el único objeto de perjudicar
a un adversarj-o polÍtico y,

3.- Cuando el nóvi] del acto es el ínterés de un tercero,
1o cual se produce cuando la decisión está dirigida a favorecer a
un particular en detrimento de otro"

Por otra parte, existe una clara línea dívisoria entre 1a
discrecionalidad y Ia arbitrariedad, segiún se erfaLizó en la sentencia
arriba citada. la discrecionalidad debe venir respaldada y justificada,
conr¡ señala Tomás-na¡r¡ón Fernández, catedráLico de Derecho AdminístraLivo
de la Universidad de Madrid, por los datos objetivos sobre los cua}es
opera "para no quedar en simple arbitrariedad" Y, por e1lo, cuando
conste de ma¡era cíerta la incongruencia o disccdancia de la solucíón
elegida con la realidad a que se aplica, la jurisdiccién contenciosa
ha de sustitulr la solución por 1a gue resuLte más adecuada a esa
reaU-dad o hechos determinantes. Por ello, la revisión ju-risdíccj-ona"l
de la actívidad discrecional debe extenderse' en primer lugarn a la
r¡erificación de la realidad de los hechos yt en segundo término, a
la valoración de sí la decisión discre.cional guarda coherencia lógica
con agué11os (Arbifrariedad y discrecionalidad. Editorial Civitas'
Madrid, L991, págs" LL5 y 1l-6) .

En eI caso que nos ocupa el Consejo de Gabinete expidió
la Resolución No.57 de B de septiembre de l-9BB y la Resolución No.B4
de 22 de noviembre de 1988, y ef Ministro de Hacienda y Tesoro expidió
la Resolución No.92 de f0 de jtmio de l-9BB y las resoluciones No.20l
de 19BB y No.l-1 de 1989 y las resoluciones No"201 de l-9BB y No.ll-
de 1-989, sosteniendo que había urgencia evidenLe para suscrjJcir contratos
nediante los cuales se otorgaban locales en arrendarni-ento para la

venta de licores, perfurnes, cigarros, ci-garrillos y artículos de belleza
conxr cosméti.cos"

Ie asiste razón al Contralor en gue fue arbitrario e1 ejerci-
cio de la potestad discrecional de los citados funcionarios pues se
apartó en forrna palmaria de la realidad y del interés general ya que
no puede existir urgencia evidente en celebrar contratos mediante
los cuales se otorgan concesiones para vender artículos que no satisfa-
cen ninguna necesidad urgente de Ia ¡rcblación o de la Administración
pública.

Es un hecho conocido y probado que eI yerno del señor Manuel
Antonio Noriega, e1 señor Jean René Beauchamp Galvan, controlaba en
l-9BB las sociedades Distri-buidora rcAISA, S.A., Arornas del Mundo,
S.A. y Boutique Parfum, S.A. y para la SaLa es evidente que 1os actos
administrativos impugnados se dirigieron a procurarle ventajas, al
e><imir del trámiLe de licitación pública o concurso de precios a
un tercero, miembro del circulo familiar del señor Noriega, en detrimen-
to de otras person¿¡s que podrían haber obtenido estas tres concesiones
si éstas se hubieran otorgado mediante licitación púb1ica o concurso
de precios. Es claro entonces que esos actos administrativos infrin-
gieron, por desviación de poder, eI nuneral 4 del artículo 58 deI
Código Fisca1 ya gue la declaración de urgencia evídente "que no perrnita
conceder e1 tiempo necesario" para la licj-tación pública o el concurso
de precios no se compagina con la realidad y perseguía Ia finalidad
de favorecer a un tercero con total prescindencia del interés general.

Es claro, entonces, eue se ha producido una evidente desvia-
ción de @er y un ejercicio arbítrario de 1a potestad de exceptuar
a tres contratos de trámites de licitación pública o concurso de precíos,
y 1a Sala, en principio, debe acceder a lo solicitado por el Contralor
General para evitar mayores perjuicios potenciales al ordenamiento
jurídico y a1 Estado Panarneño.

El Licdo. .Iosé Alberto Alvarez, abogado de Boutique Parfum,
S.A. y Arornas del Mundo, S.A", sostiene, en una declaracíón jurada
rendida ante Notario Público y aportada a este proceso (fojas LL7
a LLgl, gue e1 señor Jean René Beaucharnp, a quien representaba el
Licdo. Alvarez, yd no es el "dueño" de estas dos sociedades, cuyas
acci-ones, según dicho abogado, fueron transferidas a "inversionistas
parnnreños" con posterioridad "a la invasión estadounidense de 20 de
diciembre" de l-989 (a foja ll-7 en el reverso y a foja IBB) . La declara-
ción del abogado .losé Alberto Alvarez no es prueba suficiente ní idónea,
a juicio de la Sala, para acreditar la transferencia de las accj-ones
a "inversionistas pananeños", por un parLe, y, por otra parte, el
cambio en la propiedad de las acciones de estas sociedades no sanea
el vicio original de estos contratos: una irregnrlaridad externa a
los contratos consistente en una desviación de poder que se concreta
en una desviación del procedimiento de selección del contratista,
desde una licitación pública o concurso de precj-os, hacia una contrata-
ción directa con Ia finalidad de conceder ventajas al señor Jean R.
Beauchampr entonces yerno del señor Manue1 A. Noriega.

En este caso se produce la misma situación que la tratada
en la sentencia de 1-7 de agosto de t992, que recayó sobre dos contratos
celebrados por la I-otería Nacional, a saber: una desviación del procedi-

de

V.- Ios ont¡atos se or¡cedieron a tres sociedades crcntrolarlas,
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miento de selección del contra'ti,sta con la finalidad de favorecer
a personas al}egadas o familiares del señor t"{anuel A. Noriega. Por
el1b, 1a Sala debe nnntener igual criterio qr-re el vertido en esa senten-
cia: que los contratos infringen palmarianrente e1 ordenamiento jurídico.

La firna de abogados Arj-as, AlenÉn y Mora compareció aI
pr@eso actuando en representación de t/totta Internacional, S.A. en
su calidad de tercero interesado" Esta sociedad entabló un proceso
civil contra Dístrijruidora rcAISA, S.A. y con anterioridad aI mlsnro

propuso tma acción de secuestro en virtud de Ia cual eI 'Juzgado Segundo

áel- Circuito de 1o Civil del Prlmer Circuito Judícial de Par¡aná decretó
forrnal secuestro sobre los bienes de dicha sociedad hasta la concurren-
cia de 1a suma de trescientos cuarenta y dos mil doscientos cuarenta
y dos balboas con treinta y seis centavos (B/. 342t242.36') y se nombró

óon*¡ depositario administrador al señor 'Jorge Abad. Posteriormente,
seírala é1 Licdo. ,Jai¡rre Mora, el rnlsnc Juzgado profirió senLencia con*
denando a Dístribuidora ECAISA, S.A. a pagar a Motta lnternaciorral,
S.A. 1a sur¡¿l de Lrescientos cuarenta y dos núl doscientos cuarenta
y dos balboas con treinta y seis centavos (9/.342,242.36\ en concepto
áe capital y 1a suma de treinta mil ochocientos un balboas con ochenta
y un balboas (B/.30.801-.Bl-) en concepto de inLereses. l,a sentencra
&" 25 de junio de LggL fue apelada por los apoderados judíciales de

Distribuidora rcAISA, s.A. pero posteriornente los misnps presentaron
desj-stimiento del recurso de apelación, e1 cual fue admitido por el
Prinrer Tribur¡al Sr:perior de Justicia en acto de 10 de enero de L992.

Ar¡te la situación anteriormente descrita la Sala no puede

acceder a 1a petición del Contralor General de la República de nombrar
un administrador judiciat y de suspender el contrato ceLebrado entre
la Djrección de Aeronáutica Civil y Distrilcuidora ECAISA, S"A" porque
el artículo 538 de1 Código Judicial es muy claro al señalar que en
pretensiones personales, cuando exista una sentencia favorable al
áemandante, e1 depósito judícial persiste hasta qale se verifigue el
pago de 1o debido o se rennten los bienes secuestrados. En este caso
existe una sentencia ejecutoriada en favor de Motta Internacional,
S.A. por 1o que el secuestro y la administración judicial que decretó
e1 Julgado Segundo de Circuito de 1o givil deben mantenerse hast¿
Lanto óistrj¡ui¿ora KAISA, S.A. haya hecho eI pago de todo 1o debido
a Motta Internacior¡al, S.A. De las pruebas presentadas por e1 Lícdo'
Jaime Mora eS Claro gue se trata de un proceso treal, no simulado y
de nredidas cautelares decretadas en L99L, con mucha anterioridad a

este proceso. Sil embargo, la Sala vigilará los pagos efectuados por
el adminístrador judicial a Motta Internacior¡al S"A" a fin de verificar
en qué fecha se 

-termina de pagar""la 'deuda y proceder entonces a la
suspensión de este - contrato;- Fara el'lo la" Sala' cctn firr¡danento en
los artícu1os 52L y 542 del Código .Iudicial, debe ocigir info:rnes
rnensuales aI administrador depositario antes mencionado"

fa Sala concluye que se anrerita la sus¡rensión provisional
de los contratos celebrados entre la Dirección de Aeronáutica Cívi]
y las srciedades Boutíque Parfum, S.A. y AronES del Mundo, con fundamen-
to en 1o di_spuesto en el artículo 73 de la Ley 1-35 de 1943.

En consecuencia, la Sala Tercera (Contencioso Administrativa)

de Ia Corte Suprena, admínistrando justicia en nombre de }a Repúb1ica
y por autorídad de la Ley, SUSPENDE PROVISIONALM${TE los contratos
administrativos celebrados entre 1a Dirección de Aeronáutica Civil
y las sociedades Aromas del Mundo, S"A. (Contrato No.004/89 de l- de
octubre de l-9BB) y Boutique Parfum S.A" (Contrato No.134lBB de l-6
de junio de l-9BB) y DECTARA gue e1 admlnistrador judicial de los bienes
de Distribuidora ECAISA, S.A" debe presentar ante e1 Magistrado Sustan-
cj-ador informes nensuales sobre los pagos que efectúe con cargo a
la deuda de dicha sociedad con Motta InLernacíonal S.A.

IüCEIFIQUESE Y CUMPI,ASE"

(Fdo") ARTURO HoYoS.

(Fdo.) EDGARDO MOLI¡üC MOI,A. (Fdo.) MIRTZA ANGEI.,]CA FRAN-, CESCHI DE AGUILERA.

(Fdo.) ANAIS BOIID DE GERNADO.
Secretaria Encargada. -

************************* ***********************************************
** * *** *** * * ***?t *** ***** * * **** * * * * * ** ** * ** * *** * * * ** ** * * * * * ** *** ** ** * *** **

PRrcESO DE PRO'IECION A IOS DERrcHOS HUMANOS INTERPUESTO POR I,A FIRMA
RIVERA Y RIVERA EN REPRESNTACION DE I,A ASOCIACION DE USUARIOS DE
II\ ZCDTA LIBRE DE COICIN, PARA QUE SE DrcIARE NUIO POR II,EGAL EL CON\IENIO
E}ü]RE IA DIRrcION NACIONAL DE TRANSPO¡{TE TERRESTRE Y I,A COORDINADORA
DE FUERZAS PRODUCTIVAS DE COLON' SIN FECHA. (MAGISTRADO PONEIüIE: ARIUK
IpY6).

COilTIENIDOJTJRJDICO. -

Sala Tercera. Contencioso Adminístrativo"
Proceso Contencioso Administrativo de protección
a los Derechos Hunnnos.
Convenio celebrado entre el Ministerio de Gobierno
y Justicia y la Coordinadora de la Provj_ncia de
COION" Transporte de pasajeros. Limitación al
Derecho de circulación.
Derecho Humano justiciabte. "El Derecho de circula-
cióno solo pr,lsds ser limitado mediante i:n decreto
Ejecutivo o urra ley.
Suspensión pr:ovisional del
rmpugrnado.

Considera la Sala gue efectivamente estan¡os
ante un derecho hunnno justiciable ya que e1 mismo
puede ser exigido judicialmente, por su naturaleza,
frente a la Adm-inistración Públíca"

Para la Sala es evidente que 1as limitaciones
del derecho de circulación gue tienen todos los
ciudaclanos pananeños, s61o puede ser lj-mitado

acto administrativo

VI"- El ontrato celebrado @n Distrihnddora
err virtu¿ de lo dis¡xresto en el
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miento de selección del contra'ti,sta con la finalidad de favorecer
a personas al}egadas o familiares del señor t"{anuel A. Noriega. Por
el1b, 1a Sala debe nnntener igual criterio qr-re el vertido en esa senten-
cia: que los contratos infringen palmarianrente e1 ordenamiento jurídico.

La firna de abogados Arj-as, AlenÉn y Mora compareció aI
pr@eso actuando en representación de t/totta Internacional, S.A. en
su calidad de tercero interesado" Esta sociedad entabló un proceso
civil contra Dístrijruidora rcAISA, S.A. y con anterioridad aI mlsnro

propuso tma acción de secuestro en virtud de Ia cual eI 'Juzgado Segundo

áel- Circuito de 1o Civil del Prlmer Circuito Judícial de Par¡aná decretó
forrnal secuestro sobre los bienes de dicha sociedad hasta la concurren-
cia de 1a suma de trescientos cuarenta y dos mil doscientos cuarenta
y dos balboas con treinta y seis centavos (B/. 342t242.36') y se nombró

óon*¡ depositario administrador al señor 'Jorge Abad. Posteriormente,
seírala é1 Licdo. ,Jai¡rre Mora, el rnlsnc Juzgado profirió senLencia con*
denando a Dístribuidora ECAISA, S.A. a pagar a Motta lnternaciorral,
S.A. 1a sur¡¿l de Lrescientos cuarenta y dos núl doscientos cuarenta
y dos balboas con treinta y seis centavos (9/.342,242.36\ en concepto
áe capital y 1a suma de treinta mil ochocientos un balboas con ochenta
y un balboas (B/.30.801-.Bl-) en concepto de inLereses. l,a sentencra
&" 25 de junio de LggL fue apelada por los apoderados judíciales de

Distribuidora rcAISA, s.A. pero posteriornente los misnps presentaron
desj-stimiento del recurso de apelación, e1 cual fue admitido por el
Prinrer Tribur¡al Sr:perior de Justicia en acto de 10 de enero de L992.

Ar¡te la situación anteriormente descrita la Sala no puede

acceder a 1a petición del Contralor General de la República de nombrar
un administrador judiciat y de suspender el contrato ceLebrado entre
la Djrección de Aeronáutica Civil y Distrilcuidora ECAISA, S"A" porque
el artículo 538 de1 Código Judicial es muy claro al señalar que en
pretensiones personales, cuando exista una sentencia favorable al
áemandante, e1 depósito judícial persiste hasta qale se verifigue el
pago de 1o debido o se rennten los bienes secuestrados. En este caso
existe una sentencia ejecutoriada en favor de Motta Internacional,
S.A. por 1o que el secuestro y la administración judicial que decretó
e1 Julgado Segundo de Circuito de 1o givil deben mantenerse hast¿
Lanto óistrj¡ui¿ora KAISA, S.A. haya hecho eI pago de todo 1o debido
a Motta Internacior¡al, S.A. De las pruebas presentadas por e1 Lícdo'
Jaime Mora eS Claro gue se trata de un proceso treal, no simulado y
de nredidas cautelares decretadas en L99L, con mucha anterioridad a

este proceso. Sil embargo, la Sala vigilará los pagos efectuados por
el adminístrador judicial a Motta Internacior¡al S"A" a fin de verificar
en qué fecha se 

-termina de pagar""la 'deuda y proceder entonces a la
suspensión de este - contrato;- Fara el'lo la" Sala' cctn firr¡danento en
los artícu1os 52L y 542 del Código .Iudicial, debe ocigir info:rnes
rnensuales aI administrador depositario antes mencionado"

fa Sala concluye que se anrerita la sus¡rensión provisional
de los contratos celebrados entre la Dirección de Aeronáutica Cívi]
y las srciedades Boutíque Parfum, S.A. y AronES del Mundo, con fundamen-
to en 1o di_spuesto en el artículo 73 de la Ley 1-35 de 1943.

En consecuencia, la Sala Tercera (Contencioso Administrativa)

de Ia Corte Suprena, admínistrando justicia en nombre de }a Repúb1ica
y por autorídad de la Ley, SUSPENDE PROVISIONALM${TE los contratos
administrativos celebrados entre 1a Dirección de Aeronáutica Civil
y las sociedades Aromas del Mundo, S"A. (Contrato No.004/89 de l- de
octubre de l-9BB) y Boutique Parfum S.A" (Contrato No.134lBB de l-6
de junio de l-9BB) y DECTARA gue e1 admlnistrador judicial de los bienes
de Distribuidora ECAISA, S.A" debe presentar ante e1 Magistrado Sustan-
cj-ador informes nensuales sobre los pagos que efectúe con cargo a
la deuda de dicha sociedad con Motta InLernacíonal S.A.

IüCEIFIQUESE Y CUMPI,ASE"

(Fdo") ARTURO HoYoS.

(Fdo.) EDGARDO MOLI¡üC MOI,A. (Fdo.) MIRTZA ANGEI.,]CA FRAN-, CESCHI DE AGUILERA.

(Fdo.) ANAIS BOIID DE GERNADO.
Secretaria Encargada. -

************************* ***********************************************
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PRrcESO DE PRO'IECION A IOS DERrcHOS HUMANOS INTERPUESTO POR I,A FIRMA
RIVERA Y RIVERA EN REPRESNTACION DE I,A ASOCIACION DE USUARIOS DE
II\ ZCDTA LIBRE DE COICIN, PARA QUE SE DrcIARE NUIO POR II,EGAL EL CON\IENIO
E}ü]RE IA DIRrcION NACIONAL DE TRANSPO¡{TE TERRESTRE Y I,A COORDINADORA
DE FUERZAS PRODUCTIVAS DE COLON' SIN FECHA. (MAGISTRADO PONEIüIE: ARIUK
IpY6).

COilTIENIDOJTJRJDICO. -

Sala Tercera. Contencioso Adminístrativo"
Proceso Contencioso Administrativo de protección
a los Derechos Hunnnos.
Convenio celebrado entre el Ministerio de Gobierno
y Justicia y la Coordinadora de la Provj_ncia de
COION" Transporte de pasajeros. Limitación al
Derecho de circulación.
Derecho Humano justiciabte. "El Derecho de circula-
cióno solo pr,lsds ser limitado mediante i:n decreto
Ejecutivo o urra ley.
Suspensión pr:ovisional del
rmpugrnado.

Considera la Sala gue efectivamente estan¡os
ante un derecho hunnno justiciable ya que e1 mismo
puede ser exigido judicialmente, por su naturaleza,
frente a la Adm-inistración Públíca"

Para la Sala es evidente que 1as limitaciones
del derecho de circulación gue tienen todos los
ciudaclanos pananeños, s61o puede ser lj-mitado

acto administrativo

VI"- El ontrato celebrado @n Distrihnddora
err virtu¿ de lo dis¡xresto en el
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